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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO 516-2023 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., enero veintidós (22) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora YURITH NATALIA DELGADO 

GALVEZ, identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 1.193.517.907, contra la NUEVA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S, y vinculadas el MINISTERIO 

DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL e INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS, por vulneración a los 

derechos fundamentales constitucionales a la salud, mínimo vital y vida digna.  

 

ANTECEDENTES 

 

La señora YURITH NATALIA DELGADO GALVEZ, identificada con la cedula de cedula de 

ciudadanía 1.193.517.907, presenta acción de tutela contra la NUEVA EMPRESA PROMOTORA 

DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S, en la que se vincularon como terceros al MINISTERIO 

DE SALUD Y RPOTECCIÓN SOCIAL e INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS para que se ordene el 

reconocimiento económico de la licencia de maternidad comprendida del 04 de octubre de 2023 al 

06 de febrero de 2024 por 126 días.  

 

Fundamenta su petición en el artículo 49, 334 y 25 de la Constitución Política de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, mediante 

auto de diciembre diecinueve (19) de dos mil veintitrés (2023), dispuso dar trámite a la presente 

acción de tutela y notificar a las entidades accionada mediante correo electrónico, a fin de que 

ejercieran su derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por 

la parte accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S, en 

alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“A LA PRETENSION DE PAGO DE INCAPACIDADES” 
 
“CONCEPTO DEL AREA DE PRESTACIONES ECONOMICAS” 

 

“Asunto: Concepto Técnico Dirección de Gestión Operativa caso usuario YURITH NATALIA 
DELGADO GALVEZ con CC 1193517907 ID Tutela 9696307” 

  
“Es necesario que se solicite la vinculación del aportante teniendo en cuenta la legislación vigente, es 
deber del empleador o aportante cobrar a la EPS los valores por licencias y/o incapacidades y 
reconocer en la periodicidad de la nómina, dichos valores a sus empleados y en ningún caso podrá 
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trasladar esta responsabilidad a su trabajador; por ende, la EPS no se encuentra facultada para 
proceder con el pago directamente a nombre del cotizante.” 
 
“El aportante INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS con Nit 901635640 solicito el pago de la licencia de 
maternidad 9696307 del afiliado en referencia, a traves de nuestro portal WEB, la Dirección de 
Prestaciones Económicas emitió respuesta el 12 de noviembre de 2023, mediante comunicado VO-
GRC-DPE- 2215663 al correo maxifenixsas@gmail.com.” 
 
“En respuesta a su comunicación, le informamos que el aporte correspondiente al periodo de Octubre 
de 2023 fue cancelado de forma extemporánea.” 

 
“ESTADO DE APORTES” 
“Mes de cotización: Octubre de 2023” 
“Fecha Limite de Pago: 10/10/2023” 
“Fecha de pago: 19/10/2023” 
2N° de planilla: 8966470027ª” 
 
“Por lo anterior no es posible efectuar el reconocimiento económico de la licencia 9696307 a nombre 
de la afiliada Yurith Natalia Delgado Galvez identificado(a) con número de cedula 1193517907, de 
acuerdo con lo establecido en el Artículo 2.2.3.2.1 del Decreto 1427 del 29 de julio de 2022, el cual 
establece lo siguiente:” 
 
“…” Habrá lugar al reconocimiento de la licencia de maternidad siempre y cuando el pago de la totalidad 
de las cotizaciones correspondientes al periodo de gestación se haya realizado máximo en la fecha 
límite de pago del periodo de cotización en el que inicia la licencia junto con sus intereses de mora, 
cuando haya lugar…” “ 
 
“Es adecuado mencionar que mediante notificación preventiva enviada el 25/09/2023, se informó a su 
entidad sobre las fechas oportunas para el pago de cotizaciones, las cuales debían ser canceladas a 
través del operador de información en las fechas estipuladas en el Decreto 923 de 2017.” 
 
“(ver fechas decreto: https://www.nuevaeps.com.co/personas/fechas-pago-aportantes)” 
 
“NOTA: EN CASO QUE NOS ASIGNEN LA OBLIGACION DEL PAGO DE LA LM REQUERIDA EN ESTA 
ADMISION, POR FAVOR QUE EN EL FALLO SE HAGA LA VINCULACION DE LA ADRES PARA EL 
CORRESPONDIENTE RECOBRO.” 

 
El Vinculado MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, en alguno de los apartes de la 

respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“FRENTE AL CASO CONCRETO” 
 
“DEL PAGO DE INCAPACIDADES” 
 
“Pese a que el Ministerio de Salud y Protección Social NO es el responsable del reconocimiento y 
pago de las incapacidades médicas, vale la pena realizar las siguientes apreciaciones y disposiciones 
que se han desarrollado sobre la materia:” 
 
“Sobre el pago de prestaciones económicas derivadas de la incapacidad médicas se debe indicar, que 
el auxilio por incapacidad se define como el reconocimiento de la prestación de tipo económico y pago 
de la misma que hacen las Entidades Promotoras de Salud - EPS, a sus afiliados cotizantes no 
pensionados, por todo el tiempo que estén inhabilitados física o mentalmente para desempeñar en 
forma temporal su profesión u oficio habitual.” 

 
La vinculada INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS, fue notificada en debido forma y en termino concedió guardo 

silencio.    

PROBLEMA JURIDICO  

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si la accionada NUEVA EMPRESA 

PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S y las vinculadas MINISTERIO DE SALUD 

Y PROTECCIÓN SOCIAL e INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS, vulneran los derechos 

fundamentales constitucionales a la salud, mínimo vital y vida digna de la señora YURITH NATALIA 

DELGADO GALVEZ al no reconocer económicamente la licencia de maternidad comprendida del 

04 de octubre de 2023 al 06 de febrero de 2024 por 126 días.   

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 

86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, que todo 

mailto:maxifenixsas@gmail.com
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ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o interpuesta persona 

reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad pública o 

particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de tutela se 

encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o 

amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un 

particular y que no exista otro medio de defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer algunas. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los Derechos fundamentales 

y su finalidad es la protección de los mismos frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos 

o de particulares que tiendan a menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter subsidiario. Esto significa 

que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una específica institución procedimental para lograr 

el amparo del derecho sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás procedimientos 

que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, penúltimo inciso, 

desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es condición negativa de 

procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado disponga de otro medio de defensa judicial. 

Esta condición clara y precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerados es de traer a colación lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

Sobre el mínimo vital la Corte Constitucional en su sentencia T-431 de 2011, ha dicho lo siguiente: 

“…DERECHO AL MINIMO VITAL-Afectación no puede valorarse en términos exclusivamente 
cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa.” 
 
“La afectación del derecho al mínimo vital no puede valorarse en términos exclusivamente 
cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa. Y es que, como igualmente lo ha 
definido la jurisprudencia, el derecho al mínimo vital se evalúa a partir de una dimensión 
cualitativa y no cuantitativa, de manera que su posible violación se mide conforme con las 
condiciones personales de cada trabajador y el nivel de vida adquirido por éste. El concepto 
de un mínimo de condiciones de vida -vgr. Alimentación, educación, salud, vestido y 
recreación -, entonces, no va ligad[o] sólo con una valoración numérica de las necesidades 
biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material del valor de 
su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares 
condiciones de vida. De todo el planteamiento anterior, se concluye que cuando se trata de 
personas sujetos de especial protección constitucional como consecuencia del estado de 
debilidad manifiesta en el que se encuentran, como es el caso de los ancianos pertenecientes 
al grupo de la tercera edad bien avanzada, se justifica la procedencia de la tutela por el 
especial amparo que la Constitución Política les brinda…” 
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En cuanto a la vida digna la Sentencia T-239 de 2016 en alguno de sus apartes manifiesta que: 

(…) “parte del derecho a la vida digna, pues es predicable dentro de la vida misma una 
vivienda en condiciones dignas en la cual se propenda por el desarrollo del sujeto especial de 
protección, como parte integral de sus derechos fundamentales, en el entendido de que el 
derecho a la vida digna reúne en sí, una serie de condiciones específicas, aplicables y distintas 
para cada caso concreto, el derecho a la vivienda resulta fundamental. Ahora bien, la 
población desplazada como sujeto de especial protección constitucional, y teniendo en cuenta 
que el actor también revela la condición de desplazado, es necesario referirnos en este sentido 
a algunos acápites relevantes de la línea jurisprudencial.” 
 
(…) “el derecho a la vida digna es un derecho social en la medida que permite al individuo 
desarrollarse en un país, con autonomía, igualdad y libertad, diferente para cada persona de 
acuerdo a las condiciones de vida de cada ser, acarreando la condición de discapacitado, un 
derecho a desarrollarse como tal, con autonomía igualdad y libertad, que les permitan en 
condiciones económicas y de acceso a bienes necesarios para una vida digna, como el caso 
de acceder a una vivienda que se adapte a su condición de discapacidad, predicable y exigible 
por parte del Esta.” 

 

Sobre la PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENAR EL RECONOCIMIENTO DE 

PRESTACIONES ECONÓMICAS. 

 

La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo destinado a la protección 

de los derechos fundamentales que se puedan ver vulnerados o amenazados por cualquier autoridad 

pública o por un particular en los casos señalados en la ley. 

 

Así mismo, para poder hacer uso de este mecanismo, es necesario que no existan otros medios de 

defensa judicial para la protección de los derechos que se consideran vulnerados, o que existiendo 

tal, el mismo no sea idóneo para salvaguardarlos. También es posible utilizarla como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la acción de tutela no es el medio idóneo para dirimir las 

controversias respecto al pago de prestaciones económicas ya que como lo tiene establecido el 

Código Procesal del Trabajo, para este tipo de debates se cuenta con las acciones ordinarias ante 

la especialidad del Trabajo y de la Seguridad Social creadas para tales fines. 

 

No obstante lo anterior, también se ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela 

para obtener el reconocimiento de acreencias laborales, cuando se puedan ver afectados o 

amenazados los derechos fundamentales al mínimo vital, la seguridad social y la subsistencia del 

peticionario, por cuanto el medio ordinario no es eficaz a la luz de las circunstancias especiales que 

pueda presentar cada caso, máxime cuando el accionante no cuenta con otra fuente de ingresos 

para atender sus gastos propios y los de su núcleo familiar. 

 

Sobre las disposiciones constitucionales y legales aplicables en materia de incapacidades laborales, 

la H. Corte Constitucional asentó: 

“[…] 
Artículo 13 de la Carta Política contempla la protección constitucional que el Estado debe brindar a 
aquellas personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta por motivo de su 
condición económica, física o mental, como es el caso de los inválidos, discapacitados y quienes tienen 
algunas limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales. 
 
Los artículos 47 y 54 del mismo ordenamiento precisan la obligación del Estado de adelantar políticas 
encaminadas a la previsión, rehabilitación e integración de los disminuidos y a brindarles la atención 
especializada que requieran. 
 
En concordancia con los preceptos constitucionales indicados, el artículo 48 Superior definió la 
seguridad social como un derecho irrenunciable de todas las personas y como un servicio público de 
carácter obligatorio que debe ser prestado bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en 
acatamiento de los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
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En desarrollo del mencionado precepto, el legislador expidió la Ley 100 de 1993 “Por la cual se crea el 
sistema de seguridad social e integral”, en la que se determinó que dentro de los objetivos del Sistema 
de Seguridad Social Integral se encuentran las prestaciones que surgen de las incapacidades que 
pueda presentar un trabajador dependiente o independiente para el desempeño de sus funciones. 
 
Ahora bien, el estado de incapacidad de un trabajador puede ser de tres tipos: (i) temporal, cuando se 
presenta una imposibilidad transitoria de trabajar y aún no se han definido las consecuencias de una 
determinada patología; (ii) permanente parcial, cuando se presenta una disminución parcial pero 
definitiva de la capacidad laboral, en un porcentaje igual o superior al 5% pero inferior al 50%, y (iii) 
permanente (o invalidez), cuando el afiliado padece una disminución definitiva de su capacidad laboral 
superior al 50%. 
 
Bajo ese contexto, dependiendo de la incapacidad de que se trate, el Sistema de Seguridad Social ha 
previsto la forma en que se debe garantizar a los trabajadores incapacitados los ingresos que les 
permitan subsistir ante la imposibilidad de ejercer su labor y/o profesión.” 

 

En consideración a lo dicho, es fundamental traer a colación lo dicho por la H. Corte Constitucional, 

en alguno de sus apartes de la Sentencia T-014 de 2022, en relación a la PROCEDENCIA DE LA 

ACCIÓN DE TUTELA PARA SOLICITAR LA LICENCIA DE MATERNIDAD:  

 
“10.En materia del reconocimiento de la prestación económica por licencia de maternidad, esta 
Corporación ha fijado unos criterios específicos en torno al requisito de subsidiariedad [40]. Si bien la 
jurisprudencia constitucional ha establecido que, en virtud de su carácter subsidiario, la acción de 
tutela resulta improcedente para resolver pretensiones relativas al reconocimiento de prestaciones 
económicas, también ha afirmado que, al tratarse de la licencia de maternidad, su pago efectivo 
puede ser ordenado a través del mecanismo de amparo constitucional, en atención al compromiso 
de proteger derechos fundamentales que su falta de reconocimiento puede representar. En efecto, 
la Corte Constitucional ha considerado que la falta de pago oportuno de la licencia de maternidad, 
en ocasiones, puede afectar los derechos al mínimo vital y a la vida digna de la madre y de su hijo 
o hija, circunstancias en las que la remisión a las acciones ordinarias para solucionar la controversia 
puede hacer nugatorio el goce efectivo de tales derechos fundamentales, por lo que se activa la 
competencia del juez constitucional para conocer de fondo la materia[41].” 
  
“La Corte ha entendido que en los eventos en que la madre dependa de los recursos derivados de 
su actividad laboral y no posea otra fuente de ingreso, la imposibilidad de desempeñarse 
normalmente en su trabajo con la consecuente falta de remuneración tornan a la licencia de 
maternidad en una prestación social que adquiere carácter fundamental. Lo anterior se debe a que 
se encuentra íntimamente ligada con el desarrollo integral de la madre y su hijo recién nacido, en la 
medida en que representa el único ingreso que les permite solventar sus necesidades básicas.” 
  
“11.   En atención a lo anterior, observa la Sala que en el caso bajo estudio la acción de tutela procede 
como mecanismo definitivo para reclamar el pago de la licencia por maternidad por la afectación 
al mínimo vital.” 

 

Una vez dicho lo anterior, el Despacho procede analizar las premisas fácticas de la acción invocada, 

en el presente caso, la accionada solicita que se ordene a la NUEVA E.P.S el reconocimiento 

económico de la licencia de maternidad desde el 04 de octubre de 2023 al 06 de febrero de 2024 

por 126 días.  

 

En tal sentido, la accionada NUEVA E.P.S manifiesta en el contiendo de su respuesta que  

evidentemente la aportante INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS solicito el pago de licencia de 

maternidad de la accionante, sin embargo, se alega que los aportes correspondientes al periodo de 

octubre de 2023, fueron cancelados de forma extemporánea, situación que impide realizar el pago 

de la misma, de acuerdo a lo establecido en el Articulo 2.2.3.2.1 del Decreto 1427 de 29 de julio de 

2022.  

 

Sin embargo, es procedente traer a colación la postura del H. Corte Constitucional en algunos 

apartes de la Sentencia T-1223 de 2008: 

 

“(ii) al segundo requisito mencionado la Corte Constitucional ha establecido en reiterada 
jurisprudencia,[82] que aun cuando el empleador haya pagado de manera tardía las cotizaciones en 
salud de una trabajadora, o cuando la mujer misma las haya pagado tardíamente en el caso de las 
trabajadoras independientes, pero la EPS demandada no haya requerido al obligado para que lo hiciera 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-014-22.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-014-22.htm#_ftn41
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ni hubiere rechazado el pago realizado, se entenderá que la entidad accionada se allanó a la mora del 
empleador o de la cotizante independiente, y por tanto se encuentra obligada a pagar la licencia de 
maternidad de la mujer.” 
 
“…En conclusión, de acuerdo con las hipótesis estudiadas [90], se puede afirmar que la jurisprudencia 
constitucional ha aplicado las siguientes subreglas para determinar la responsabilidad del empleador 
por el incumplimiento de los requisitos para acceder al pago de la licencia de maternidad y la definición 
del obligado a efectuar el pago:” 

 
-         “Cuando el empleador realiza pagos extemporáneos de las cotizaciones pero la EPS 
los recibe, se allana a la mora y debe pagar la licencia de maternidad a la mujer cuando se 
causa el derecho.” 

  

Sin más consideraciones este Despacho resuelve TUTELAR los derechos fundamentales 

constitucionales a la salud, al mínimo vital y a la vida digna, invocados por la señora YURITH 

NATALIA DELGADO GALVEZ, identificada con la cedula de ciudadanía 1.193.517.907, contra la 

NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia y en consecuencia ORDENAR al 

REPRESENTANTE LEGAL, al GERENTE REGIONAL DE BOGOTÁ Y/O QUIEN HAGA SUS 

VECES, de la NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S., que en 

el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contados a partir de la notificación de este 

fallo, se cumpla con los trámites correspondientes para el reconocimiento económico de la licencia 

de maternidad comprendida del 04 de octubre de 2023 al 06 de febrero de 2024, a favor de la señora 

YURITH NATALIA DELGADO GALVEZ identificada con la cedula de ciudadanía 1.193.517.907. 

 

En cuanto al MINISTERIO DE SALUD Y LA PROTECCION SOCIAL en el contenido de su respuesta 

sustenta que “…Pese a que el Ministerio de Salud y Protección Social NO es el responsable del 

reconocimiento y pago de las incapacidades médicas, vale la pena realizar las siguientes 

apreciaciones y disposiciones que se han desarrollado sobre la materia…” por lo tanto, se ordena 

desvincularla de la presente acción.  

 

En cuanto a INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS, se evidencia que la misma realizo la solicitud de 

pago de la licencia de maternidad a favor de la accionante y cumplió con los aportes a seguridad 

social, por lo tanto, se ordena desvincularla de la presente acción.  

DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C., Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

RESUELVE  

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales constitucionales de salud, al mínimo vital y a la 

dignidad humana, invocados por la señora YURITH NATALIA DELGADO GALVEZ, identificada con 

la cedula de ciudadanía 1.193.517.907, contra la NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD 

S.A.S. – NUEVA EPS S.A.S, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al REPRESENTANTE LEGAL, al GERENTE REGIONAL DE BOGOTÁ Y/O 

QUIEN HAGA SUS VECES, de la NUEVA EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A.S. – NUEVA 

EPS S.A.S., que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contados a partir de 

la notificación de este fallo, se cumpla con los trámites correspondientes para el reconocimiento 

económico de la licencia de maternidad del 04 de octubre de 2023 al 06 de febrero de 2024 a favor 
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de la señora YURITH NATALIA DELGADO GALVEZ identificada con la cedula de ciudadanía 

1.193.517.907. 

 

TERCERO: DESVINCULAR al MINISTERIO DE SALUD Y LA PROTECCIÓN SOCIAL e 

INMOBILIARIA FENIX H Y N SAS, por las razones ya expuestas en esta providencia.  

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

QUINTO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la H. Corte 

Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

LA JUEZ, 

 

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 

mtrv 

 

 

 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 Anotación en estado: 

 
No. 007 del 24 de enero de 2024  

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
 





INFORME SECRETARIAL 

Bogotá D. C., noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintitrés (2023). Al Despacho de la Señora 

Juez, el presente proceso ordinario de Número 2019-00174, allegan renuncia. Sírvase Proveer.  

 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

Bogotá D. C., enero veintitrés (23) de dos mil veinticuatro  

 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se encuentra que obra RENUNCIA del Dr. 

JUAN CARLOS TOVAR GARZÓN, quien actuaba en representación de los demandantes, la señora 

ALICIA MARULANDA BONILLA y el señor ERNESTO BERMUDEZ VELASCO, la cual se ACEPTA. 

 

Ahora bien, seria del caso requerir a la parte actora para que constituyera nuevo apoderado, si no 

fuera porque el Dr. LUIS REMIGIO SOLORZA ROMERO, el 24 de marzo del 2023, allega correo 

electrónico adjuntando poder debidamente conferido para actuar en el presente proceso.  

 

Respecto al memorial de fecha 02 de junio de 2023, en la que solicita que “se diga que se cita a las 

partes y a los testigos, y para que también se diga que en la audiencia programada el 29 de enero 

de 2024 se practicaran los testimonios los mimo que los interrogatorios de parte a los demandantes 

y a los demandados”, pues dicha solicitud es irrelevante, si bien es cierto, la presente AUDIENCIA 

DE TRÁMITE Y JUZGAMIENTO, según el artículo 80 del C.P.T, es con la finalidad de realizar los 

interrogatorios de parte y de los testigos decretados, por lo tanto, sírvase a comparecer a los testigos.  

 

Finalmente, se advierte que todo pronunciamiento en relación a las pruebas aportadas, deberán ser 

realizadas en audiencia.   

 

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C., 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Se ACEPTA la renuncia de poder presentada por el Dr. JUAN  CARLOS TOVAR 

GARZON.  

 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERIA ADJETIVA al Dr. LUIS REMIGIO SOLORZA ROMERO, 

identificado con cedula de ciudadanía 79.501.493 y tarjeta profesional vigente 99.386 del C.S.J., en 

calidad de apoderado de la parte actora, conforme a poder obrante en expediente digital. 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,   

 

La Juez, 

 

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 
 

Hoy  24 de enero de 2024 
Se notifica el auto anterior por anotación  

en el estado No. 007 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria 












































































